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			«Yo no sé muchas cosas, es verdad, pero me han dormido con todos los cuentos... y sé todos los cuentos.» 
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            INTRODUCCIÓN 




			



			 






			Todos hemos oído o leído más de una vez alguna noticia acerca de los lobbies; por regla general, sin embargo, la mayoría de nosotros no los asociamos con algo cercano, ni los identificamos como parte integrante de nuestra vida diaria. 




			Si les preguntaran, muchos españoles describirían este fenómeno como algo que sucede en el extranjero, lo asociarían con noticias procedentes de Estados Unidos y, un poco más concretamente, con las actividades que realizan grupos de presión, como las tabaqueras, las farmacéuticas o las empresas energéticas en Washington, para defender sus intereses. Pensarían en películas de Hollywood como Gracias por fumar o Casino Jack, en las que los «lobistas» siempre aparecen como hombres de negocios sin escrúpulos que se lucran mediante el tráfico de influencias con el poder. 




			Los españoles, en resumidas cuentas, asociamos el lobby hoy en día con algo tenebroso y corrupto, lejano, ajeno, que por fortuna no es una práctica que exista en nuestro país. 




			Es hora de conocer la verdad. 




			La idea de escribir este libro surgió a raíz de una anécdota de la que fui testigo a los pocos meses de llegar al Ministerio de Economía. Era el comienzo del verano de 2009, justo tres años antes del compromiso de rescate de la banca española anunciado el 9 de junio de 2012, y el Gobierno por primera vez estaba empezando a comprender que, si no se tomaba en serio los problemas del sector bancario, el país podía terminar siguiendo la senda de Irlanda, que acabó siendo rescatada debido al colapso de sus entidades financieras. Corría el mes de junio y el texto del Real Decreto del Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB) estaba casi ultimado; el siguiente viernes iría al Consejo de Ministros. 




			El lunes de esa semana, como suele ser habitual en los casos en que el Gobierno trata de implicar en un proyecto a las demás fuerzas políticas, se envió el borrador del texto a todos los partidos. En los días siguientes llegaron varios mensajes con comentarios. El martes contestó Antoni Castells, responsable del Partido Socialista de Cataluña y entonces consejero de Economía de la Generalitat. Tomamos nota de sus comentarios. 




			Al día siguiente, miércoles, nos llegó otro mensaje con comentarios al texto, en este caso de Josep Antoni Duran i Lleida, portavoz de CiU en el Congreso. Hasta ahí, todo normal. La sorpresa fue cuando nos pusimos a estudiar los comentarios y nos dimos cuenta de que los de Duran eran idénticos a los de Castells, palabra por palabra y hasta el último punto y coma. 




			¿Una coincidencia? ¿Piensan tan parecido ambas formaciones en estos asuntos que es posible que llegaran a recomendar literalmente los mismos cambios? ¿Se reunieron acaso para establecer unos puntos comunes? Y entonces, ¿por qué no los enviaron de forma conjunta? No, la respuesta, como muchos se imaginarán, es muy distinta. Sucede que las dos formaciones habían recibido el texto del Real Decreto e inmediatamente se lo habían reenviado a la misma entidad financiera, la de cabecera en Cataluña, delegando en ella el análisis del texto y la formulación de cambios que defendieran el interés de sus representados, los ciudadanos catalanes. 




			En realidad, el lobby es una práctica profundamente extendida en la elaboración de la legislación española. No hay ni una sola ley que se apruebe en el Parlamento que no sea objeto de una activa participación por parte de los diferentes grupos de interés implicados, que contactan con —o son contactados por— los legisladores de todos los partidos del arco parlamentario para tratar de influir en la elaboración de las normas, de cambiar aspectos concretos, de introducir elementos que jueguen a favor de estos grupos y, en los casos más extremos, de tumbar la ley en cuestión si no están de acuerdo con ella porque pone en peligro sus intereses. 




			No muchas personas son conscientes de que una cantidad asombrosamente grande de los artículos incluidos en los textos legales que aprueba el Congreso de los Diputados no están escritos por sus señorías, ni por los letrados de los grupos parlamentarios, ni tampoco por los responsables técnicos de los ministerios implicados en la elaboración de la ley, sino que proceden de bufetes de abogados al servicio de empresas o grupos de interés, o directamente los han redactado los servicios jurídicos de las propias compañías —de común acuerdo con diputados concretos— que se aprovechan de la necesidad de apoyos puntuales de los distintos Gobiernos para sacar adelante una ley, o para mercadear con enmiendas que benefician en muchos casos no al conjunto de la sociedad, sino a un sector o a una empresa en particular. 




			Que esas dos formaciones políticas optaran por delegar en una entidad financiera el análisis de una regulación que iba a organizar el proceso de reestructuración de bancos y cajas del país, ¿es una dejación de funciones por parte de los representantes de esos partidos o, en cambio, es una actuación razonable, teniendo en cuenta lo complejo del asunto y sabiendo que esa entidad financiera priorizará los intereses de Cataluña? 




			Sobre esto habrá opiniones para todos los gustos. Para muchos, constituye un hecho gravísimo que atenta contra la soberanía nacional, representada en los diputados democráticamente elegidos por el pueblo; para otros, el lobby no cumple más que una función de representación de los legítimos intereses de la sociedad civil ante las instituciones políticas, y es común a todas las democracias parlamentarias. El veredicto dependerá, por tanto, de la opinión de cada uno. 




			Yo, como voy a exponer a lo largo de este libro, considero que ésta es una actividad perfectamente legítima; los representantes de los ciudadanos no tienen por qué ser expertos en todos los complejos asuntos de la vida diaria, y es normal que recaben la asesoría de empresas u organizaciones con las que mantienen una relación de confianza y que les han ayudado ya en el pasado a refinar y mejorar otros textos legales. 




			Aunque también es posible añadir que la entidad financiera en cuestión seguramente habrá tenido en mente los intereses de Cataluña al recomendar los cambios al texto, pero lo que es indudable es que esas recomendaciones nunca irán en contra de la propia entidad. 




			Por tanto, es un debate abierto, en el que intervienen distintas visiones y enfoques. Donde no hay debate ninguno es en la sociedad. Lo que me dejó asombrado de esta anécdota no es que realmente ocurriera, sino que refleja una práctica que en nuestro país escapa al más elemental escrutinio público, pues una inmensa mayoría de la sociedad española ignora por completo que estas actividades de lobby se ejercen a diario en los despachos de los diputados y en los distintos ministerios. 




			En otros países, al menos, hay una conciencia social de que el lobby existe y es una actividad legítima controlada por la opinión pública; su práctica está regulada, y los lobistas son profesionales que llevan a cabo sus actividades registrados como tales, de forma que cualquiera pueda saber lo que hacen y con quién hablan, y sobre todo, a qué intereses representan. Pero en España no existe una regulación sobre la práctica del lobby, de modo que sus representantes están envueltos por una oscura zona de sombra, alejada del conocimiento del público. 




			En el presente libro voy a tratar de arrojar un poco de luz sobre estas prácticas. No me mueve el ánimo de denunciar a nadie en concreto: no se trata de convertir a los lobbies, que no infringen ninguna ley ni cometen ningún delito al defender sus legítimos intereses (en la mayoría de los casos, al menos), en los malos de la película. Pero sí es necesario que la sociedad sea un poco más consciente de las prácticas que se realizan diariamente a sus espaldas, y que los ciudadanos tienen todo el derecho a conocer. 




			Un viejo aforismo de la política americana afirma que hay dos cosas que es mejor no saber cómo se elaboran: las leyes y las salchichas. 




			Ha llegado la hora de sacar las tijeras, abrir el paquete e investigar cómo se hacen las leyes en España. 




			



	    


	 	

	    

		

			 




			

            MANUAL DE INSTRUCCIONES 




			



			 






			Este libro está estructurado en dos partes. En la primera se explica la teoría, es decir, en qué consiste la actividad de lobby y cómo se lleva a cabo en algunos países de referencia, donde esta industria se encuentra más asentada. En especial, nos fijaremos en las dos principales capitales del mundo en materia de lobbies: Washington y Bruselas. 




			Aquellos que conozcan bien la teoría pueden, por tanto, dirigirse directamente a la segunda parte, donde se analiza específicamente la industria del lobby en España: cuáles son los principales lobistas y por qué en nuestro país la sociedad no es consciente del papel decisivo que cumplen en el engranaje del poder. Posteriormente, mediante casos prácticos se disecciona la elaboración de las leyes en nuestro país, proceso en el que el negocio de la influencia desarrolla a diario una intensa actividad. 




			El objetivo último de este trabajo no es otro que avanzar hacia una mayor transparencia en la relación de los poderes públicos con los lobbies, cuya actividad es por otro lado perfectamente legítima, y cuya existencia contribuye en muchos casos a mejorar la calidad de una democracia participativa. Nada hay de malo, en mi opinión, en que los lobbies tengan acceso a los poderes públicos para defender sus intereses, siempre que se haga con transparencia, y no de espaldas a los ciudadanos, como hasta ahora. Este trabajo defiende por tanto que los lobbies puedan ver legitimado su acceso a los poderes públicos, y que la ciudadanía obtenga nuevas herramientas con que juzgar el comportamiento de sus gobernantes. 




			A tal objeto, el libro incorpora en su parte final (y por el mismo precio) una propuesta de regulación de la actividad de los lobbies, disponible para su utilización por parte de los responsables del Ejecutivo y Legislativo como herramienta sobre la que trabajar hacia la consecución de ese objetivo. 
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CAPÍTULO 1 




			



			 






			QUÉ SON LOS LOBBIES 




			



			 






			DEFINICIÓN 




			



			 






			El término «lobby» tiene una mala traducción al español. Quizá la palabra más aproximada sea «cabildeo», pero no significa exactamente lo mismo. En su diccionario, la Real Academia de la Lengua Española define «cabildear» como «gestionar con actividad y maña para ganar voluntades en un cuerpo colegiado o corporación», es decir, tiene un componente peyorativo intrínseco del que «lobby» carece, al menos en el mundo anglosajón, de donde procede la palabra. 




			En la misma línea, el diccionario de la RAE define «lobby» de una forma más aséptica: «Grupo de personas influyentes, organizado para presionar en favor de determinados intereses» en la primera acepción, y «Vestíbulo de un hotel y de otros establecimientos como cines, teatros, restaurantes, etc., especialmente si es grande» en la segunda. Y en realidad, ambos sentidos están intrínsecamente relacionados, pues, en su versión inglesa, la primera acepción de la palabra —la que da motivo a este libro— se remonta al siglo XVIII, cuando los representantes de las compañías de la época (comerciantes, industriales) aguardaban la llegada de los parlamentarios británicos en los salones de entrada a Westminster, con la esperanza de poder departir con sus señorías unos minutos e influirles en un sentido u otro en las votaciones a que acudían esa mañana. 




			La actividad del lobby se creó, por tanto, de forma espontánea y de manera muy rudimentaria, pero lo cierto es que pronto demostró sus posibilidades de futuro; poco a poco las compañías fueron estableciendo una comunicación más fluida y sutil con los parlamentarios, comenzaron a forjar relaciones más complejas y menos públicas, y surgió la figura del intermediario, de forma que en muchos casos no eran los mismos responsables de las empresas los que defendían sus intereses, sino que lo hacían a través de personas interpuestas. 




			Hoy en día, hay lobistas en todos los engranajes de la actividad económica diaria. Los hay por descontado en los despachos que se dedican a ejercer acciones de lobby. En las agencias de relaciones públicas. Los hay también en los bufetes de abogados y en las empresas de consultoría. En los medios de comunicación. En las propias empresas y asociaciones empresariales. En organizaciones con fines sociales y Organizaciones No Gubernamentales (ONG). En el Parlamento. En el Gobierno. 




			Sin que nos hayamos dado cuenta, la industria del lobby se ha vuelto tan poderosa que hoy en día en España es casi imposible abrir cualquier página de cualquier diario, cualquier día del año, y no encontrarse por lo menos con una o varias informaciones en las que detrás esté el trabajo (muchas veces sordo, invisible) de los lobbies. Más aún, la actividad de estos grupos ha adquirido tanta capacidad de influencia que ya no es posible entender la legislación española sin la existencia de los lobbies. Detrás de cada capítulo del gasto fiscal que se detalla en la partida de gastos de los presupuestos generales del Estado (38.000 millones de euros en 2012) y detrás de cada deducción o bonificación fiscal consignada en las cuentas públicas, hay uno o varios lobbies, con nombre y apellidos. 




			Es toda una evolución, por tanto, la que ha experimentado el arte de los primitivos cabilderos ingleses. Hoy ha llegado a convertirse en una poderosa industria, que sólo en Estados Unidos (el país del que tenemos más datos, con mucha diferencia) invierte al año más de 3.500 millones de dólares. Son las nueve y media de una soleada pero fría mañana de marzo en pleno cogollo financiero de la capital de España, en la calle Hermanos Bécquer, entre el Paseo de la Castellana y la calle de Serrano, junto a la embajada de Estados Unidos. 




			Llego a mi destino justo en el momento en que la persona que voy a entrevistar está poniéndole el candado a su moto en la puerta de la oficina. Joan Navarro, vicepresidente para actividades públicas (término más amable que «lobista») de Llorente & Cuenca, una de las principales agencias de relaciones públicas de este país, me saluda con amabilidad, pero ya en el ascensor, con gesto agobiado, me pide disculpas, porque antes de reunirse conmigo tiene que atender una urgencia durante cinco minutos. 




			La espera en la sala de reuniones se alarga más de media hora, y, cuando Navarro regresa, me explica el motivo de su retraso: el Gobierno ha filtrado esa mañana en Elconfidencial.com una posible subida de los impuestos especiales en los presupuestos que se harán públicos en cuestión de días. La medida, de llevarse a cabo, me explica Navarro, afectaría a tres de sus clientes en sectores que para ellos son estratégicos: petróleo, gas y tabaco. 




			«Somos el lobby de cabecera de estos tres sectores, y te puedes imaginar que desde que se ha publicado la noticia esta mañana los tenemos algo nerviosos. Tengo a todo mi equipo en llamas desde las 8 de la mañana, a ver cómo paramos la medida, y estamos hablando con nuestros contactos en el Gobierno para conseguir el Real Decreto que está dibujando Hacienda. No es tanto que nos preocupe la subida de impuestos: lo que necesitamos es tener la información correcta, queremos saber si se planea aumentar el céntimo sanitario o no, si en el caso del tabaco la subida sería para todos los tramos o no, porque no es lo mismo, en el primer caso el impacto es neutro para la competencia y más o menos se puede asumir, pero si es sólo para el mercado de tabaco barato, pues eso afecta enormemente a alguno de nuestros clientes. Este tipo de cosas activa la parte más salvaje de nuestro trabajo de lobistas.» 




			Le pregunto hasta qué punto tienen capacidad de cambiar una medida de este tipo si realmente el Gobierno ha tomado la decisión, teniendo en cuenta la situación de las arcas públicas y el objetivo de reducción del déficit a que se ha comprometido con Bruselas. Me mira fijamente durante unos segundos con media sonrisa en la cara y responde: «Te sorprendería saber la cantidad de cosas que conseguimos parar. Con este Gobierno. Con el anterior. La permeabilidad de cualquier Gobierno a los lobbies es inmensa». 




			



			 






			El lobby no es más que la gestión de la defensa de unos intereses particulares ante los distintos poderes establecidos, llevada a cabo de forma directa por las empresas u organizaciones afectadas, o a través de intermediarios. 




			Una empresa, una asociación o un grupo de interés hace lobby para que se apruebe una ley que le favorece; para que no se apruebe una ley que le perjudica; para que no se derogue una ley que le favorece, o para que se derogue una que le perjudica. Se hace lobby igualmente para que el Estado le compre o le venda algún tipo de bien o servicio. 




			Pero también se hace lobby para otros dos objetivos estratégicos: para que el Estado conozca a la organización y sepa lo que piensa, y para que el lobby sepa qué piensa el Estado. Y esto es así porque, incluso aunque muchas veces no se consigan los objetivos perseguidos y las autoridades ignoren las peticiones concretas de los grupos de interés, la relación a largo plazo igualmente reporta beneficios a ambas partes. La simbiosis que se establece entre el poder político y la organización muy frecuentemente proporciona a ésta ventajas fiscales o de otro tipo, al tiempo que la información que fluye de una empresa u organización que hace lobby con frecuencia genera pautas de confianza y amistad con el poder que convierten las actividades empresariales de esa organización en más productivas. Para el Gobierno, el beneficio procede de la información y argumentos que le aporta la empresa interesada, que en muchos casos puede servir para corregir errores en la legislación antes de que ésta se apruebe, y de posibles favores que en un determinado momento la empresa puede conceder al Gobierno. 




			A algunos este fenómeno les podrá parecer una aberración del sistema. Otros en cambio lo verán como algo consustancial a todo proceso de toma de decisiones. La Enciclopedia Británica considera que los grupos de presión sirven para articular las demandas de algunos segmentos de la sociedad, a menudo pueden aportar a los legisladores la información necesaria para trabajar en asuntos complejos, dan publicidad y despiertan el debate público sobre cuestiones diversas, y sirven como instrumento para distribuir información sobre actividades públicas entre la ciudadanía. 




			El politólogo francés Maurice Duverger va más lejos aún y define a los grupos de interés como algo consustancial al género humano. Según él no son más que la manifestación natural de la condición social del hombre, la respuesta que los individuos, que viven en sociedad, buscan para poder participar en aquellos asuntos que les incumben. 




			Pero, entonces, si el lobby es algo consustancial al ser humano, la pregunta que nos podemos hacer, y que está en la base de este libro, es la siguiente: ¿por qué existe tan poco conocimiento en la sociedad española sobre este tipo de actividades? Y más aún, ¿cuenta el sistema político español con los cauces y los controles adecuados para garantizar que el necesario diálogo que mantienen estos intereses particulares con el poder se realiza sin menoscabo de los intereses generales? 




			Pero antes de intentar responder a estas cuestiones, primero intentaremos comprender mejor cómo operan los lobbies y qué mecanismos utilizan para lograr sus objetivos. 




			Por cierto, respecto de la anécdota relatada al principio de este apartado, días después el Gobierno presentó sus presupuestos, y en ellos efectivamente no había incluida ninguna subida de los impuestos especiales... 




			



			 






			CÓMO FUNCIONAN LOS LOBBIES 




			



			 






			Toda estrategia de lobby, para ser exitosa, debe reunir un 20 por ciento de derecho, un 20 por ciento de política, un 20 por ciento de economía, un 20 por ciento de diplomacia y un 20 por ciento de comunicación. 




			



			 






			BERNARD LE GRELLE,
 

			Profession Lobbyman 




			



			 






			Los lobbies no sólo se dedican a tratar de influir en un proyecto normativo concreto. De hecho, ésa es más bien una actividad puntual y de último recurso por parte de estos grupos. En realidad, el primer objetivo de los lobbies, al que dedican una gran parte de su tiempo y esfuerzo, es «presentar su caso», justificar su propia legitimidad, explicar y defender ante el poder establecido por qué ellos son los representantes válidos de un sector y por qué las posturas que defienden son positivas para el conjunto de la sociedad. 




			El principal cometido de estos grupos de interés, por tanto, es la elaboración de argumentaciones, en las que fundamentan por qué sus intereses son buenos para el colectivo social y deben ser escuchados por los denominados stakeholders institucionales, esto es, las distintas administraciones, los grupos políticos, etc. 




			Es importante resaltar que los lobbies, a pesar de representar un interés particular, nunca exponen sus posturas públicamente como una defensa de sus exclusivos intereses. Si así lo hicieran, perderían gran parte de su legitimidad ante el poder y ante la sociedad. Al contrario, lo que hacen es revestir siempre sus argumentos con la defensa del interés general, y los dotan así con visos de razonabilidad. En el momento en que logran elaborar un argumento suficientemente atractivo, que sea difícil de rebatir, ya tienen parte de la batalla ganada, porque en general los lobbies dedican mucho más tiempo a la argumentación de sus tesis que el que el resto de la sociedad destina al análisis crítico de esas posturas. 




			Veámoslo con un ejemplo. Cuando Anfac, la patronal que aglutina a los fabricantes de automóviles, demanda públicamente al Gobierno la puesta en marcha de nuevos planes Prever o similares, de subvención pública por la compra de vehículos, no expresa explícitamente el que es su objetivo principal (por cierto, muy legítimo): vender más coches, ganar más dinero y obtener más beneficios. Si dijera eso probablemente se colocaría en una posición incómoda ante la sociedad en un momento económico como el actual. 




			Por el contrario, Anfac, la Asociación Española de Fabricantes de Automóviles, centra siempre sus argumentaciones en el beneficio que una medida de apoyo público a la compra de automóviles tendría para las arcas del Estado, que en neto, según sus cálculos, saldrían ganando, pues las ayudas realizadas se compensarían con mayores ingresos por IVA en la venta de esos coches. Utilizan asimismo argumentos medioambientales y de ahorro energético, al resaltar los beneficios que supone renovar la flota de vehículos y sustituir modelos viejos que gastan y contaminan más por otros modernos más eficientes y ecológicos. Y por supuesto también presionan con lo importante que es la industria automovilística en la economía española, al aportar el 10 por ciento del Producto Interior Bruto (PIB) del país y el 20 por ciento de las ventas españolas al exterior, por no mencionar la importancia que tiene en materia de empleo, ya que del sector viven dos millones de familias españolas, una cifra nada desdeñable cuando el Gobierno está acuciado por los datos del paro... 




			Son, en definitiva, argumentos razonables y atractivos para la opinión pública y para los medios de comunicación (de los cuales son, por lo demás, financiadores mediante la inserción regular de espacios publicitarios). La batalla de la argumentación la tienen ganada, porque nadie o casi nadie dedica tiempo y esfuerzo a analizar la racionalidad económica de destinar recursos públicos en una época de crisis a subvencionar un producto que no es de primera necesidad. ¿Por qué subvencionar automóviles y no ordenadores, neveras o camas?, y ¿por qué destinar recursos a fomentar el vehículo privado y no invertir más en transporte público? El único que en la práctica puede terminar haciendo este tipo de análisis crítico es el que tiene que aportar el dinero, esto es, el Gobierno, y será por tanto su mayor o menor sensibilidad a la campaña pública de ese lobby, y la habilidad política de dicho grupo de interés, lo que finalmente determinará si esas demandas son atendidas o no. 




			De ahí que, tal como expone el profesor de la Universidad Autónoma de Barcelona Jordi Xifra en su libro Lobbying, una de las funciones esenciales de toda acción de lobby consista en transmitir una imagen positiva basada en la confianza y la credibilidad de la postura defendida, que dé lugar a un entorno normativo y social favorable. La creación de un clima social favorable es crucial para todo lobby, pues una percepción social positiva de las relaciones entre las organizaciones y los poderes públicos es el elemento básico legitimador de esta actividad. 




			Como me explicó el mismo Joan Navarro, la principal función que tienen las empresas que se dedican a hacer lobby para los grupos de presión consiste en ayudarles a buscar el enfoque que más interesa con vistas a recibir la atención pública. «El cliente viene con sus problemas, pero yo tengo que darle la vuelta y decirle, no, a mí tus problemas no me interesan. Dile al Gobierno cuál es la solución, en qué ayudas al Gobierno. Lo que hace a un lobby influyente es que tenga visión de Estado. Si tú eres capaz de incardinar tus intereses con los del interés general, vas muy bien. Si tú no eres capaz de hacer que tus intereses estén en armonía con los del interés general, al final, otro lobby o el Gobierno te va a hacer daño, porque vas a dejar huecos que los demás van a utilizar.» 




			Es decir, que si un lobby no es capaz de tener esa visión de Estado, da igual que tenga acceso al Gobierno, que sea influyente o poderoso, al final habrá alguien que será más influyente, más poderoso o que tendrá más acceso. ¿Qué problema de imagen ha tenido por ejemplo Seopan, la patronal de las constructoras, estos últimos años? Pues que al final se ha convertido en una máquina de exprimir la teta. Pinchada la burbuja inmobiliaria, las constructoras han adoptado el mantra de «más dinero en obra pública», «más dinero en obra pública...». Vale, la obra pública puede ser una buena inversión social, pero sólo si se utilizan criterios racionales, que eviten que, por ejemplo, se terminen construyendo aeropuertos que acabarán vacíos. 




			Los poderes públicos están en la obligación de velar por el interés general, pero esta idea pertenece al mundo de los principios genéricos, que en la práctica no siempre es tan sencillo trasladar a la vida real. El interés general no es más que la suma de los distintos intereses particulares, y la labor del Gobierno es valorar en qué medida es apropiado destinar los recursos limitados con que cuenta a los bienes alternativos existentes. Hay medidas que tienen unos beneficios y unos inconvenientes, y con su adopción no todos los integrantes de la sociedad salen beneficiados de la misma forma. Como dice Robert Dahl, la acción de gobernar no es una ciencia en el sentido en que lo puedan ser la física o la química, ya que todas las decisiones importantes sobre políticas públicas exigen juicios éticos. Adoptar una decisión sobre los fines que las políticas del Gobierno deben alcanzar (justicia, equidad, salud, prosperidad económica, felicidad, seguridad) implica aplicar un juicio ético, y por tanto subjetivo. 




			Como afirma Lester Milbrath, «todos los gobernantes elaboran una decisión a partir de lo que perciben, y no de lo que es objetivamente cierto o real. Por consiguiente, la única manera de influir en una decisión es actuar sobre las percepciones de quienes las toman». 




			Es decir, que no todo es blanco o negro. Si el Gobierno prohíbe fumar en los bares y cafeterías, está evidentemente velando por la salud de sus habitantes, lo cual es muy loable, pero también está perjudicando muy seriamente a un colectivo, el de la hostelería, con un peso muy importante en la economía terciaria de este país, un colectivo que va a salir perjudicado y va a hacer todo lo posible por frenar la medida. Hoy en día, con la evolución social, los avances médicos y la creciente percepción de los perjuicios de todo tipo generados por el tabaco, es más fácil para un Gobierno vencer esas resistencias, y aun así las medidas contra el tabaco no han estado exentas de una fuerte contestación en la opinión pública; pero cuando ese perjuicio no es percibido de forma tan nítida por los ciudadanos, los avances son mucho más complicados, en algunos casos casi quijotescos. 




			Y los lobbies lo saben, y lo aprovechan a su favor, envolviéndose siempre en la defensa de ese borroso interés general a la hora de exponer sus posiciones, utilizando aspectos tan genéricos e indiscutibles como la seguridad en el trabajo, la salud pública, la seguridad jurídica, la defensa de los puestos de trabajo de un colectivo amplio de la sociedad, etc. Ya hemos visto el caso de las automovilísticas, pero el ejemplo se puede trasladar a cualquier sector de la economía. Si el Gobierno se dispone a rebajar los precios de los medicamentos, las farmacéuticas van a aducir que la conservación de sus márgenes de negocio es fundamental para el desarrollo de la innovación a largo plazo, ya que, si no, se corre el riesgo de acabar poniendo en peligro la innovación farmacéutica, es decir, el desarrollo de nuevos fármacos. 




			Si el Gobierno prevé establecer una más estricta regulación financiera para atajar los excesos que han provocado la crisis actual, los bancos van a amenazar automáticamente con el racionamiento del crédito, y con los efectos que dicha acción puede tener para la evolución económica, además de apelar a «ideas fuerza» como la función esencial del sistema financiero en la economía, o al riesgo de poner en duda la credibilidad del sistema, o de poner en peligro la capacidad de pagos de nuestra economía. Y este tipo de razonamientos los podríamos aplicar, uno por uno, a todos los segmentos de la actividad económica. 




			Siguiendo con el ejemplo del tabaco, Jordi Xifra nos recuerda en Lobbying la campaña que Philip Morris llevó a cabo en la década de 1990 en Europa para combatir las medidas restrictivas que entonces se estaban empezando a imponer contra esta industria. La campaña incluía mensajes como: «El Teorema de Pitágoras contiene 24 palabras. El Principio de Arquímedes, 67. Los 10 mandamientos, 167. La Declaración de Independencia de Estados Unidos, 300. Y la legislación en Europa para regular dónde y cuándo se puede fumar, 24.942». O como pie de una foto donde se ven empleados de una empresa fumando en la calle pasando frío, un texto que rezaba: «¿Qué clase de política es la que obliga a estas personas a estar en la calle?». O:«Si quiere fumar, ¿a quién debería preguntar, a alguien que está en la misma habitación, o a alguien que no lo está [en referencia al legislador]?». Como vemos, los conceptos a que se apela en todo momento no son el de negar la evidencia de los daños que causa el tabaco, o la búsqueda del beneficio de la empresa, sino aquellos con los que la sociedad puede identificarse más, como la tolerancia o la igualdad de las personas. 




			Una cosa es segura. Cuantos más recursos materiales tiene un lobby, más poderoso es y por tanto más posibilidades tiene de ejercer su capacidad de influencia. Pero los recursos materiales por sí solos no bastan para garantizar el éxito. Para que un lobby realmente llegue a ejercer su capacidad de influencia sobre el poder, debe tener dos características: 1) unos objetivos muy bien definidos y claros, y 2) un equipo humano bien preparado y con alto conocimiento de las normas de funcionamiento de la Administración y del proceso de toma de decisiones. 




			Tener recursos materiales al alcance puede ayudar a un lobby a contar con gente cualificada, y a formar un equipo preparado y multidisciplinar, que le permita construir un buen argumento. Una cita de John F. Kennedy ilustra la preparación y eficacia que pueden alcanzar estos profesionales: «los lobistas me hacen entender un problema en diez minutos, mientras que mis colaboradores tardan tres días». 




			Pero cultivar los contactos con el poder y establecer una política de relaciones institucionales fluidas con los distintos Gobiernos de turno (y con los distintos exgobernantes de uno y otro color político), es igual de indispensable, bajo la premisa de que «si no me conocen, les va a resultar mucho más fácil pegarme un palo». 




			A la hora de entablar esas relaciones con el fin de defender un interés particular, para el representante de un lobby es fundamental tener claro siempre, antes de una reunión con un responsable público, el nivel de conocimientos del interlocutor sobre un tema concreto. Su objetivo va a ser siempre situarse al mismo nivel del responsable público: si se sitúa por debajo, pierde credibilidad, y si se sitúa por encima, a un nivel excesivamente técnico, corre el riesgo de no comunicar bien. Y un mensaje no comprendido es un mensaje no recibido. 




			Hay lobistas que manejan distintos niveles de interlocución dentro de un ministerio, y son capaces de llamar al ministro, al secretario de Estado, al director general y al subdirector, según el tipo de gestión que necesite. Para un asunto importante tendrán que hablar con los máximos responsables, pero para otras gestiones es quizá más efectiva una interlocución a un nivel inferior... e incluso una secretaria eficaz a veces les puede resultar más útil para la consecución de sus objetivos que el propio ministro. Lo normal es que toda acción de lobby tropiece con intereses opuestos, por lo que el lobista debe esforzarse no sólo en convencer a su interlocutor político de la validez y pertinencia de sus argumentos, sino que también debe tener preparadas las respuestas a las objeciones que de buen seguro le formularán. 




			Un responsable de la Administración o un diputado puede tener amplios conocimientos de muchas cosas de las que es competente en su cargo público, pero es perfectamente plausible que si acepta reunirse con un lobista para discutir un aspecto concreto de una ley, el lobista sepa mucho más del tema que él, porque ese asunto concreto es lo único que le preocupa al grupo de presión. Si además el lobista tiene una gran capacidad de argumentación y explicación, y el cargo público no es capaz de contraargumentarle de una forma convincente, entonces probablemente el lobista tendrá todas las de ganar. 




			«Es imposible ser un experto en todo —confirma el exsecretario de Estado de Economía José Manuel Campa—. En el Ministerio de Economía tuvimos que analizar cientos de normas sobre implementación del sector servicios y eliminación de trabas administrativas innecesarias. Te llega, por poner un ejemplo ficticio, una norma del Ministerio de Educación que dice que para reparar esta pantalla de ordenador tiene que venir un tío con un título universitario de tres años. ¿No vale con alguien que haya hecho un curso de formación? Te cuentan que no, porque es muy importante la formación universitaria, a ver si va a tocar la pantalla y electrocutarse. Te lo envuelven en un argumento técnico de seguridad, de interés general, que aunque tú tienes la sensación de que lo que hay ahí es en realidad la creación de una reserva de actividad proteccionista, no tienes argumentos técnicos con que rebatirles. Y a partir de ahí lo que va a ocurrir es que se va a crear un colegio profesional de inspectores de pantallas, surgirá una asociación, que fijará criterios comunes de cuánto deben cobrar, habrá colusión y no habrá competencia.» 




			Es una forma de segmentar la actividad económica y evitar la libre competencia y la agilización de la economía. En la actividad diaria de la Administración hay constantemente cientos de argumentos de ese tipo, y un responsable público no puede estar en todos los casos mejor preparado que nadie para evaluar todas las materias con que se enfrenta. 




			El conocimiento del funcionamiento de la Administración es igualmente esencial, pues de ello depende la credibilidad del grupo. La materia prima del lobista es la información. Si un representante de un lobby conoce muy bien cómo funciona el proceso, si tiene un conocimiento exacto del momento en que se encuentra su asunto dentro de los distintos escalones del expediente legislativo, si sabe cuál es el tipo de argumentos que puede utilizar, por qué es razonable lo que pide y redunda en la defensa del interés general, o al revés, por qué es un sinsentido y genera preocupación a un conjunto amplio de la sociedad, eso le lleva a tener más eficacia al convencer al legislador. 




			Jordi Flores, director general de Solchaga, Recio & Asociados, resume su trabajo en términos pedagógicos: «Al regulador le transmites las preocupaciones del regulado, pero en palabras que la Administración pueda entender; al mismo tiempo, al cliente le explicas qué parte de sus argumentos tiene sentido para el regulador y qué parte no, porque muchas veces el cliente puede creer que tiene mucha razón en un tema, pero mirado desde el punto de vista del regulador, eso tiene una importancia relativa. Lo segundo que haces una vez que el administrador ha conocido tu problema y empieza a analizarlo es tratar de transmitir a tu cliente lo que a la Administración le preocupa, lo que permitirá identificar cómo puede ayudar a la Administración en su toma de decisiones, a la vez que velará en la medida de lo posible por sus intereses. Juegas un poco como intermediario entre las dos partes». 




			En ese sentido, las actividades profesionales relacionadas con el mundo jurídico tienen mucha más capacidad de hacer valer sus intereses ante al poder que aquellas no vinculadas con el funcionamiento del Estado. Esto es algo de sentido común: la capacidad de los abogados para mantener una comunicación fluida con el poder, dada la necesaria base legal de toda acción gubernamental, siempre va a ser superior a la de, por ejemplo, los fontaneros. 




			Pero esto no significa que los fontaneros no puedan ejercer presión. Si yo soy un lobby pequeño y con limitada capacidad de comunicación con el poder, pero cuento con unos objetivos muy claros y bien definidos, siempre tengo la opción de contratar un bufete que me represente y que cuente con gente preparada y, sobre todo, que conozca bien cómo funciona el proceso de toma de decisiones. De esta manera puedo conseguir cierta eficacia en la defensa de mis intereses. 




			Los recursos materiales y humanos por sí solos son menos importantes que tener un objetivo claro. Un lobby pequeño pero bien cohesionado y con las ideas claras, si construye un buen argumento, va a poder utilizarlo durante varios años sin grandes necesidades de gasto. Hay lobbies que convierten sus buenos contactos con la Administración de turno en su principal activo a la hora de defender intereses de un grupo, pero esos buenos contactos por lo general tienen fecha de caducidad, porque en dos, cuatro años es habitual que los responsables hayan cambiado. Por eso es más importante contar desde el principio con una estrategia, tener claros los objetivos, qué actuaciones se pueden llevar a cabo para conseguirlos, cuáles son los indicadores que van a permitir evaluar si se están consiguiendo, etc. 




			«Lo que más valor aporta no es el contacto en sí —explica Jordi Flores—. ¿Cerrar una reunión? Si tú llamas como presidente de cualquier asociación sectorial al Ministerio de Industria y dices que quieres ver al secretario de Estado, a lo mejor no te va a dar cita para mañana, pero en los próximos tres meses te va a recibir. Lo que importa no es tanto verle, sino verle con argumentos, definir una estrategia, que se identifique bien al interlocutor, que es un error muy común no hacerlo: muchos se creen que el interlocutor es el que habitualmente les regula, que si es una empresa industrial, su interlocutor va a ser Industria, pero dependiendo del tema que sea, puede haber otro interlocutor que termine teniendo más peso en la decisión final. Por ejemplo, si los cambios se están haciendo a causa de una política de austeridad determinada por Hacienda, o de políticas de competitividad impulsadas por Economía, pues al final es importante que hables con tu regulador, pero es casi más importante que transmitas tus mensajes a Economía o a Hacienda, que son los impulsores. Entonces, identificar de dónde viene el impulso del cambio, definir cuál es el orden adecuado, si es mejor primero ver a uno y después al otro, identificar qué puedes poner sobre la mesa para compensar lo que a la Administración le preocupa y al mismo tiempo conseguir que te perjudique lo menos posible, ese tipo de asesoramiento es lo más valioso, es lo que de verdad vale dinero.» 




			Y si el lobby no está bien cohesionado internamente las posibilidades de éxito de su gestión se reducen al mínimo, como demuestra esta confesión de un parlamentario español revelada por un lobista: «El problema no es que me llamen muchos interlocutores en representación de un mismo sector, sino que estando en el mismo bando se contradigan entre sí. Eso es lo que me hace ver que el asunto no tiene suficiente envergadura y que el colectivo al que representan no me planteará un problema de imagen si no les hago caso». 




			En la misma línea, por muy preparados que estén los profesionales del grupo de presión, y por mucho conocimiento que tengan del proceso de toma de decisiones, sus posibilidades de éxito estarán siempre condicionadas por la representatividad que ostenten ante el poder público, es decir, dependerán de que la empresa u organización represente un porcentaje mayoritario del sector en cuestión y de que tenga capacidad de movilización de su colectivo. En este sentido, una técnica fundamental de lobby es la forja de alianzas, la identificación de aquellos grupos o agentes que puedan tener objetivos compartidos, y su aproximación a ellos con el fin de crear federaciones de intereses. La unión, para el lobby, hace la fuerza. 




			Por ese mismo motivo, en abril de 2011 las principales empresas del país, insatisfechas con la labor de representación de sus intereses que obtenían de la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), que aglutina a todo el tejido empresarial español, decidieron unirse en un lobby al que han denominado Consejo Empresarial para la Competitividad (CEC), que se convirtió en interlocutor del Gobierno en defensa de los objetivos de las grandes empresas españolas. Esto ha llevado al presidente de la CEOE, Joan Rosell, a tratar de reformar la CEOE para eliminar las innumerables vocalías en representación de cada sector, que la hacían poco efectiva a los ojos del Gobierno, y de paso restablecer la unidad de acción con la CEC. 




			



			 






			CÓMO SE PROTEGEN LOS LOBBIES 





			



			 






			No hay nada más difícil de llevar a cabo, de más dudoso éxito y más peligroso de manejar, que iniciar un nuevo orden de cosas. El reformista tiene enemigos en todos los que se benefician con el viejo orden, y sólo cuenta con tibios defensores en todos los que se beneficiarían con el nuevo orden, resultante esta tibieza de la falta de credulidad de la humanidad, que no cree verdaderamente en algo nuevo hasta tanto haya tenido experiencia actual de ello. 




			



			 






			NICOLÁS MAQUIAVELO, 




			El príncipe 




			



			 






			El segundo gran objetivo de los grupos de presión consiste en buscar en todo momento la protección del colectivo al que representan, una protección que funciona tanto hacia dentro como hacia fuera. 




			Los grupos de interés se protegen internamente limitando la competencia entre los propios integrantes del grupo, de forma que se garantice una repartición de los beneficios entre todos ellos. Se establecen límites y restricciones a la aparición de novedades que pudieran reducirle protagonismo/negocio al grupo ya constituido, a costa, en algunos casos, del ciudadano. 




			Y se protege al lobby hacia fuera —en defensa de los intereses comunes del colectivo—, mediante la imposición de restricciones a la entrada de nuevos agentes que puedan constituir una amenaza potencial para el grupo ya consolidado, evitando así que pudieran arrebatarles un pedazo de la tarta. 




			En algunas de esas ocasiones, en las que las entidades se aprovechan de su situación de dominio en sus respectivos mercados para impedir la entrada de nuevos competidores, las prácticas traspasan el legítimo desempeño del lobby para atentar contra el normal desarrollo de la libre competencia. De ahí que la Comisión Nacional de Competencia (CNC) ejerza una función muy activa en la investigación y, en su caso, apertura de expediente sancionador, ante posibles actuaciones contrarias a la competencia de empresas de prácticamente todos los sectores del espectro económico nacional. 




			Este tipo de lobby defensivo es probablemente uno de los más comunes en el panorama económico español. Hay tantos ejemplos de este tipo de prácticas que realmente es difícil elegir por dónde empezar. En la segunda legislatura de Zapatero uno de los colectivos más activos en este tipo de actuaciones fueron los colegios profesionales, que vieron los planes del Gobierno de sacar adelante una Ley de Servicios Profesionales como una auténtica amenaza a su modelo de negocio, y llevaron a cabo una labor de lobby tan intensa que consiguieron abortar la ley (los aspectos concretos de esta cuestión se analizan en la segunda parte del libro). 




			No es la primera vez que se echa para atrás una ley beneficiosa para toda la sociedad por la presión de unos pocos, ni será, por descontado, la última. Entra dentro de lo lógico que los lobbies se defiendan y traten de conservar su posición actual, pues en muchos casos, sobre todo en aquellos en los que el Gobierno intenta liberalizar un mercado o abrir un sector a la competencia, son ellos precisamente los únicos perjudicados, y no sacan nada a cambio; al contrario, es muy común que el daño que a un lobby le causa una norma sea mucho mayor que el beneficio que pueda reportarle. Es decir, los lobbies están en su derecho de defender sus posiciones, pues tienen mucho que perder, y por consiguiente tienen además un incentivo para defender su interés privado con todos los medios a su alcance. «Si tú eres ministro y vas a tomar una decisión que a mí me afecta, es legítimo que yo intente influir sobre ti.» 




			Es por tanto el regulador, el Gobierno, el que debe intentar valorar en qué medida la suma de intereses afectados arroja un resultado neto positivo para el conjunto de la sociedad. Ahora bien, ha de ser consciente de que, si decide seguir adelante con el desarrollo de la norma, afronta una tarea complicada. Los beneficiarios potenciales de dicha norma están diluidos, son los ciudadanos anónimos que aún no son conscientes de que se beneficiarán de ella. En cambio, va a tener a un lobby que mostrará una actitud beligerante en defensa de sus intereses privados, puesto que tiene mucho que perder si se aprueba esa norma. Para complicar aún más las cosas, si dicho lobby cuenta además con el respaldo de una base social amplia, su animadversión le puede acarrear costes electorales al Gobierno de turno. 




			Como le dijo a un técnico del Gobierno socialista un influyente miembro del equipo económico de Mariano Rajoy, cuando estaba en la oposición como parlamentario del PP, sobre la frustrada liberalización del sector servicios y los privilegios que algunas profesiones estaban tratando de defender a costa del conjunto de la sociedad: «Ya sabes que yo estoy de acuerdo contigo en este tema, tenéis toda la razón, pero es que a nosotros esta gente nos tiene que votar». 




			Algunos de estos grupos incluso van más allá, y pueden llegar a utilizar tácticas intimidatorias con el poder, medidas de presión o coacción, para obligarle a atender sus exigencias. Es el denominado grassroots lobbying, es decir, aquel que basa su actuación en manifestaciones, recogidas de firmas, que busca la presión a través de la cantidad de ciudadanos interesados, y en la necesidad de los parlamentarios de conservar el apoyo de los potenciales votantes. Estas medidas las suelen poner en práctica los grupos con reducidos canales de comunicación con el poder, pero que cuentan en cambio con capacidad de provocar, mediante sus protestas, disfunciones al conjunto de la sociedad, como los taxistas o los controladores aéreos, casos que veremos también más adelante en profundidad. 




			Por lo demás, que nadie piense que esta defensa acérrima de los intereses particulares de un grupo concreto de la sociedad es algo exclusivo de España, o que haya surgido únicamente en los últimos años. Probablemente la defensa de intereses y privilegios particulares sea algo consustancial a las sociedades humanas de toda procedencia. Ya el economista francés Frédéric Bastiat, en su «Petición de los fabricantes de velas», satirizó en 1845 la figura del lobista y su pretensión de llevar hasta las últimas consecuencias la defensa de sus intereses particulares ante el poder. Obsérvese que, dentro del disparate que supone la ficticia petición de los fabricantes, el autor imprime veracidad a sus exigencias envolviéndolas en la misma defensa del interés general que en la vida real utilizan constantemente los lobbies: 




			



			 






			Petición de los fabricantes de candelas, velas, lámparas, candeleros, faroles, apagavelas, apagadores y productores de sebo, aceite, resina, alcohol y generalmente de todo lo que concierne al alumbrado 




			



			 






			A los señores miembros de la Cámara de Diputados 




			



			 






			Señores: 




			



			 






			[...] 




			Nosotros sufrimos la intolerable competencia de un rival extranjero colocado, por lo que parece, en unas condiciones tan superiores a las nuestras en la producción de la luz, que inunda nuestro mercado nacional a un precio fabulosamente reducido; porque, inmediatamente después de que él sale, nuestras ventas cesan, todos los consumidores se vuelven a él y una rama de la industria francesa, cuyas ramificaciones son innumerables, es colocada de golpe en el estancamiento más completo. Este rival, que no es otro que el Sol, nos hace una guerra tan encarnizada que sospechamos que nos ha sido suscitado por la pérfida Albión (¡buena diplomacia para los tiempos que corren!) en vista de que tiene por esta isla orgullosa consideraciones de las que se exime respecto a nosotros. 




			Demandamos que ustedes tengan el agrado de hacer una ley que ordene el cierre de todas las ventanas, tragaluces, pantallas, contraventanas, postigos, cortinas, cuarterones, claraboyas, persianas, en una palabra, de todas las aberturas, huecos, hendiduras y fisuras por las que la luz del Sol tiene la costumbre de penetrar en las casas, en perjuicio de las bellas industrias con las que nos jactamos de haber dotado al país, pues sería ingratitud abandonarnos hoy en una lucha así de desigual. 




			Quieran los señores Diputados no tomar nuestra petición como una sátira y no rechazarla sin al menos escuchar las razones que tenemos que hacer valer para apoyarla. 




			Primero, si Ustedes cierran tanto como sea posible todo acceso a la luz natural, si Ustedes crearan así la necesidad de luz artificial, ¿cuál es en Francia la industria que, de una en una, no sería estimulada? 




			Si se consume más sebo, serán necesarios más bueyes y carneros y, en consecuencia, se querrá multiplicar los prados artificiales, la carne, la lana, el cuero y sobre todo los abonos, base de toda la riqueza agrícola. 




			Si se consume más aceite, se querrá extender el cultivo de la adormidera, del olivo, de la colza. Estas plantas ricas y agotadoras del suelo vendrían a propósito para sacar ganancias de esta fertilidad que la cría de las bestias ha comunicado a nuestro territorio. 




			Nuestros páramos se cubrirán de árboles resinosos. Numerosos enjambres de abejas concentrarán en nuestras montañas tesoros perfumados que se evaporan hoy sin utilidad, como las flores de las que emanan. No habría por tanto una rama de la agricultura que no tuviera un gran desarrollo. 




			Lo mismo sucede con la navegación: millares de buques irán a la pesca de la ballena y dentro de poco tiempo tendremos una marina capaz de defender el honor de Francia y de responder a la patriótica susceptibilidad de los peticionarios firmantes, mercaderes de candelas, etc. 




			Pero ¿qué diremos de los artículos de París? Vean las doraduras, los bronces, los cristales en candeleros, en lámparas, en arañas, en candelabros, brillar en espaciosos almacenes comparados con lo que hoy no son más que tiendas. 




			No hay pobre resinero, en la cumbre de su duna, ni triste minero, en el fondo de su negra galería, que no vean aumentados su salario y su bienestar. 




			Quieran reflexionarlo, señores, y quedarán convencidos de que no puede haber un francés, desde el opulento accionista de Anzin hasta el más humilde vendedor de fósforos, a quien el éxito de nuestra demanda no mejore su condición. 




			



			 






			¿SON LOS LOBBIES PERJUDICIALES? 




			



			 






			Responder a esta pregunta es complicado; supone adentrarse en un debate abierto y complejo, porque no hay una única contestación válida, sino que ésta forzosamente debe incorporar una serie de matizaciones, y por supuesto la respuesta, en primer lugar, dependerá de la opinión de cada uno. La mía personal es que los lobbies pueden llegar a ser muy perjudiciales para el conjunto de la sociedad, y que, al mismo tiempo, son absolutamente necesarios. 




			Está demostrado que los lobbies pueden causar perjuicio a la sociedad, pero es mayor el perjuicio que le causaría un poder público que no tuviera un contacto fluido con los sectores afectados por sus decisiones. Este trabajo parte por tanto de la premisa de que es perfectamente legítima la actividad que llevan a cabo los lobbies. Y a partir de ahí, se puede denunciar todo aquello que es manifiestamente mejorable en el proceso público de toma de decisiones. 




			Probablemente, los lobbies son una anomalía del sistema democrático (aunque de alguna manera están ya recogidos en el ordenamiento legal mediante el procedimiento de consulta pública, que más adelante veremos), pero no es menos cierto que, sin su existencia, la tarea de Gobierno se complicaría tremendamente. Con su actividad, como representantes de los intereses de la sociedad civil ante el poder establecido, sirven a éste al expresar los puntos de vista de las distintas partes implicadas en cualquier legislación, y sólo por eso ejercen un papel de «auditor externo» de la labor del poder, que ayuda a corregir muchos errores antes de que sea demasiado tarde, e incluso a introducir mejoras que benefician, si no al conjunto, sí a una parte amplia de la población. 




			«Desde que eres delegado de curso en el colegio, ya tienes que representar intereses —explica Santos Ortega, director de actividades públicas de Mas Consulting—. Que un conjunto de ciudadanos con unos intereses comunes se organicen para hacer llegar sus demandas al legislador moderniza el estado de derecho y profundiza la democracia.» El exministro Jordi Sevilla apunta en la misma dirección: «El lobby a) existe, b) no es malo per se, c) es menos malo cuanto más transparente es, y d) en otros países funciona sin grandes problemas. Respecto al lobby, por tanto, el argumento que deberíamos adoptar es que, dado que existe, mejor que sea legal. ¿Se puede llegar a cometer un delito mediante las actividades de lobby? Sí, claro, y también te puedo sacar un ojo con este lápiz y no por ello vamos a prohibir los lápices.» 




			Por supuesto, no todos los grupos de presión son iguales. Hay algunos que defienden intereses más generales que otros, los hay que operan con contrapesos que los hacen más equilibrados ante el poder, los que hacen lobby con total transparencia, y los que medran en las zonas de sombra del poder... 




			Pero si hablamos desde una perspectiva genérica, los grupos de presión, como representantes de un determinado colectivo de cierta homogeneidad y con intereses comunes, en muchos casos son verdaderamente útiles, tanto para los propios representados como para el eficaz funcionamiento de la Administración. Al Gobierno le permiten individualizar un colectivo de naturaleza muy amplia, y crear así un interlocutor organizado para poder mantener un diálogo fluido y coherente, y de esta manera saber lo que piensa. 




			Hoy en día las nuevas tecnologías y la creación de redes sociales como Twitter permiten a los gestores de lo público tener mucha más información sobre la reacción de la sociedad civil ante sus actos, pero estos nuevos medios no pueden suplantar por completo el contacto personal con los diferentes destinatarios de una regulación. Los grupos de interés no son más que una forma de transmitir y canalizar las sensibilidades de los distintos grupos que conforman la sociedad en el proceso de elaboración de las normas. Son un input útil para el poder, un cómodo escalón intermedio en el proceso democrático. Como no se puede estar consultando continuamente a los ciudadanos, el poder utiliza organizaciones representativas de esa sociedad civil para formarse su criterio. 




			El cargo público o el legislador no pueden, a la hora de elaborar un texto legal, dedicarse simplemente a hacer elucubraciones intelectuales en su despacho, entre otras cosas porque al final pueden terminar haciendo un mal texto, o resolviendo problemas que no existían hasta ese momento. Un responsable público no tiene por qué tener, como hemos visto, la capacidad de saberlo todo o de prever todas las consecuencias de una normativa, y por eso está obligado a recabar todas las opiniones posibles antes de acometer cualquier tipo de reforma. 




			Y esto es algo lógico. Todos necesitamos que nos simplifiquen las cosas. Si soy un diputado de un grupo pequeño de orientación progresista y me toca debatir sobre la marcha un complejo tema de regulación medioambiental en el Congreso, pues tengo dos opciones: o hablar con una organización como Greenpeace y hacer míos sus argumentos, o investigar a fondo el tema. Y la primera opción va a ser siempre la elegida. He puesto conscientemente el ejemplo de una ONG para poner de manifiesto que los lobbies no son únicamente los representantes de las grandes empresas. Pero el mismo ejemplo valdría también para un diputado de un gran partido con opciones de Gobierno que tenga que hablar sobre temas financieros y contacte con la Asociación Española de la Banca (AEB) o la Confederación Española de Cajas de Ahorros (CECA) para asesorarse. 




			«Hablar con los lobbies —explica la exdiputada del PSOE Montserrat Colldeforns— ayuda a que los diputados sepamos y tengamos visiones distintas de los temas. Tú no puedes saber de todo, ni conocer las consecuencias de cada aspecto concreto de cada ley y de las disposiciones adicionales que modifican otras leyes, es imposible conocerlo todo. En la Ley del Juego, por ejemplo, yo no conocía absolutamente nada de este tema, ni me gusta ni nada; tuve que hacer por tanto una inmersión en la temática, y todo el tiempo me estaba reuniendo con gente. Hubo muchas leyes en las que tenías una lista enorme de gente que te quería ver, hacías maratones de visitas con todos los sectores implicados.» 




			Tener grupos de presión reconocidos, con tradición, con experiencia, con presencia sectorial, a la hora de elaborar una norma que les afecta, puede ayudar al Gobierno de turno a definir el problema. Pueden servir de apoyo en los cambios normativos, regulatorios, aconsejar sobre lo que funciona bien y mal, lo que hay que cambiar, por motivos tecnológicos o de regulación en otros países; pueden ayudar a identificar problemas, deficiencias, sirven para analizar hasta qué punto resuelven un problema las alternativas que existen, incluso en algunos casos ayudan en la redacción de la norma. El Ministerio de Fomento, por ejemplo, se puede apoyar mucho en los colegios profesionales de ingenieros y arquitectos para analizar los aspectos técnicos del desarrollo de la legislación sobre códigos de seguridad en la construcción, y el Ministerio de Agricultura puede recurrir al colegio de veterinarios para informarse sobre ciertos aspectos de la identificación de especies. 




			Los grupos de presión dedican esfuerzos a llamar la atención sobre posibles efectos que va a provocar una regulación, y el regulador tiene la obligación de conocerlos. Después puede estar dispuesto a asumirlos o no, pero es lícito que, por ejemplo, una empresa u organización informen al regulador de que su iniciativa puede provocar una caída del 10 por ciento en el empleo del sector. Si el regulador cree que los beneficios previsibles en la nueva situación compensan el coste de esa reducción del 10 por ciento en el empleo, o directamente no se cree esas cifras, tomará la decisión que considere adecuada, pero es importante que al menos conozca esas preocupaciones de los regulados. 




			«Nuestra actividad es intrínsecamente buena —defiende Jordi Flores de Solchaga & Recio—, porque ayudamos al regulador a pulir defectos, y eso es bueno para todos en general. El que crea que aquí llegas y le dices al cargo público “oye, eso no lo puedes hacer así, lo que tienes que hacer es esto otro”, y el político te dice “sí, no te preocupes mañana lo cambio”, es que no tiene ni idea de cómo funciona el proceso. Al final tú te limitas a decirle “muchas gracias por haberme dado la oportunidad de explicarte por qué me preocupa lo que vas a hacer, y de ofrecerte dos alternativas que resuelven tanto tu problema como el nuestro; a partir de ahí, tú regula, que para eso te pagan”.» 




			Muchas veces el diálogo lobbies-Administración no se produce sólo a instancias de las empresas o los sectores, sino que también se puede originar desde la otra parte. A menudo la propia Administración utiliza a los bufetes de abogados o agencias de comunicación con que trabajan los grupos de presión para transmitir los mensajes que quieren hacer llegar al sector. A veces el sector está peleado con la Administración, y este tipo de compañías puede hacer de puente. Al regulador le resulta más fácil, porque habla el mismo lenguaje profesional que los intermediarios —«oye, entiendo que nuestra propuesta a corto plazo os hace daño, pero a largo plazo os beneficia por esto y por esto»— mientras que ese diálogo con el sector igual es mucho más complicado, porque puede no haber química con el responsable público o porque la propuesta afecta directamente a sus ingresos y lo consideran un casus belli ante el que no atienden a razones. En cambio, a través de un intermediario sí son capaces de sentarse a escuchar la propuesta y a valorarla. Es decir, en ocasiones los lobbies pueden ayudar a que los engranajes del proceso de toma de decisiones funcionen correctamente y no se queden encallados. 




			Muchos de los que consideran que el lobby es nocivo o negativo para la sociedad no son conscientes de que en ocasiones ellos mismos se benefician de sus actuaciones. Si eres un trabajador de una compañía, hay un grupo de presión que se llama sindicato y está representando tus intereses en tu nombre, y lo mismo sucede si eres un autónomo e ignoras que hay organizaciones que se dedican a defender los derechos de este colectivo ante el poder. 




			«Yo recibo a asociaciones de consumidores, de afectados por Forum [Filatélico] y Afinsa, de víctimas de desastres naturales, ONG... Me llegan cartas de Ausbanc, de Adicae, de asociaciones empresariales, de los notarios, de asociaciones de amas de casa, de padres separados, etcétera. Eso es lobby, aunque quizá ellos mismos no lo sepan», afirma Vicente Martínez-Pujalte. 




			El lobby permite que la sociedad civil acceda al proceso de la elaboración de la legislación y participe en él. Los lobbies no representan sólo los intereses de las empresas, en el afán de éstas por mantener o incrementar sus privilegios, beneficios o cotas de poder. Hacen lobby todo tipo de organizaciones sociales y también las asociaciones de colectivos minoritarios; incluso pueden hacer lobby personas individuales, por causas buenas y malas. El despacho de lobby Political Intelligence, cuyos principales clientes son empresas que por descontado buscan un lucro al recurrir a sus servicios, está ahora mismo trabajando en un proyecto en defensa de Elvira Roda, la «chica burbuja» de Valencia, mediante una campaña para conseguir que las autoridades sanitarias reconozcan la sensibilidad química múltiple como una enfermedad. Del trabajo de lobby, que el despacho está haciendo pro bono, se podrían beneficiar tanto ella como todos los que sufren esta enfermedad. 




			Por último, una buena estrategia de lobby incide directamente también sobre la competitividad exterior de una economía. En los últimos quince años, las empresas españolas se han dado cuenta de lo importante que es el lobby, al salir al exterior y comprobar que sin una intensa labor de comunicación con los Gobiernos de los países a los que pretendían acceder, sin contratar los servicios de un despacho de lobby local, su trabajo se dificultaba enormemente (y si no que se lo pregunten a Repsol en Argentina). Éste es uno de los grandes hándicaps que han tenido las empresas españolas en términos de competitividad exterior, pues han tenido que competir con empresas extranjeras que llevan décadas realizando estas actividades. La mayoría de las compañías españolas no han contado hasta fechas recientes con una estrategia de public affairs y de relaciones institucionales que les permitiera competir en igualdad de condiciones tanto en Bruselas como en otros países. 




			



			 






			EL LOBBY NO TIENE POR QUÉ SER PERJUDICIAL, PERO... 




			



			 






			Ciertamente no es fácil encontrar un porcentaje significativo de grupos de presión cuyo principal objetivo sea lograr una política que tenga la habilidad especial de beneficiar principalmente a los clientes de esa organización, y al mismo tiempo incrementar la eficiencia y la riqueza agregada de la sociedad. La gran mayoría de los grupos de interés, más que crear riqueza, la redistribuyen, y además de una forma en que la eficiencia social y la producción se ven reducidas. 




			



			 






			MANCUR OLSON, 


			

			Auge y decadencia de las naciones 




			



			 






			Hasta aquí, lo positivo en torno a los lobbies. Evidentemente, también hay una parte negativa. Siempre hay un «pero», y en este caso el «pero» es bien grande. Los lobbies son necesarios para garantizar la participación de los distintos intereses particulares de la sociedad civil en el proceso democrático de toma de decisiones, pero si no están sujetos a control público, si no cuentan con un sistema de controles y contrapesos (checks and balances) que garantice la transparencia de esa comunicación, también pueden llegar a cometer excesos y, por tanto, ser muy perjudiciales para la sociedad. 




			Es más, si los grupos de presión llegan a ejercer una influencia desmesurada en la elaboración de la legislación, si colonizan los organismos reguladores que velan por su propia supervisión, pueden llegar a suponer una amenaza para el buen funcionamiento de la democracia. Cuando los grandes grupos de interés y las grandes multinacionales adquieren tanto poder que son capaces de modificar a su antojo la legislación de un país, incluso en perjuicio de la mayoría de sus ciudadanos, la democracia pierde su sentido original y se convierte en una plutocracia. 




			Porque los lobbies pueden defender causas justas como la de esa chica de Valencia, pero es más fácil que ocurra al revés, que persigan el interés particular, muy por encima del general. Como expuso con crudeza hace ya algunos años Dick Morris, asesor político del presidente Bill Clinton, «entre los lobistas que merodean por los pasillos del Congreso son pocos los que luchan por la nutrición infantil, o por fomentar una reforma del sistema sanitario, o por elevar el nivel de la educación universitaria...». 




			Por eso es necesaria una mayor transparencia tanto de la actividad de los lobbies como de la de los poderes públicos con los que éstos interactúan. El problema es que muchas veces este proceso está viciado. Es positivo que el poder tenga un diálogo fluido con las empresas, pero la realidad es que al final las compañías más grandes son las que más acceso tienen a ese poder, a las que más se le ponen al teléfono los cargos públicos, y los lobbies a los que se tiene más en cuenta son aquellos que están mejor organizados y tienen mejores conexiones políticas, por encima de aquellos que puedan tener argumentos más razonables que defender. 




			Los lobbies tienen una tremenda capacidad de generar un debate que no estaba en la sociedad, y de amoldar en su beneficio la legislación. «Hace poco —afirmaba a primeros de 2012 Laia Ortiz, diputada de Iniciativa per Catalunya en el Congreso— el Gobierno aprobó un decreto que regula la gestión medioambiental de los residuos. En su día, la ministra Narbona intentó avanzar en una regulación muy restrictiva de la materia, y desde Moncloa se lo frenaron por la presión del lobby de Ecoembes. Eso sí, al final Narbona consiguió avanzar algo en la regulación, muy poquito, pero algo se avanzó. Pues bien, ha llegado el nuevo Gobierno y ha aprobado un decreto exactamente con el mismo redactado que había hecho en 2006 Ecoembes, como alternativa a la propuesta de Narbona; lo han terminado aprobando tal como ellos querían. Esto se lo recriminé al Gobierno el otro día en la sesión de control, e inmediatamente Ecoembes ya se ha puesto en contacto conmigo, me ha enviado un correo para solicitarme una reunión.» 




			Muchos grupos de presión tienen una capacidad para trasladar sus inquietudes o sugerencias mucho mayor que la que tienen otros sectores de la sociedad, y por tanto consiguen imponer sus intereses. Es evidente que un ministro de Economía siempre se va a poner al teléfono antes con el presidente de la patronal bancaria que con el representante de un colectivo de embargados por la banca. Los más poderosos tienen siempre mayor acceso a los ministros, directores generales y diputados, a los que pueden sensibilizar mejor con sus intereses o puntos de vista. 




			El Gobierno y el Parlamento deberían tener claro, y no siempre lo demuestran, que la legitimidad absoluta para defender el interés de todos los ciudadanos es la suya, no de un grupo de interés que defiende los objetivos de un colectivo concreto. Dejarse ayudar por grupos de interés a la hora de realizar una labor administrativa o parlamentaria es probablemente útil para el funcionamiento del sistema, pero no se puede olvidar que la misión del Gobierno o de los diputados es velar por el interés de todos y no sólo por el de unos pocos. 




			Muchas veces, quien más presión ejerce para modificar una ley es al mismo tiempo parte del problema que ha provocado la necesidad de dicha ley. La contraparte, el ciudadano de a pie eventualmente perjudicado, no tiene en la mayoría de los casos capacidad de contrapeso. Los miembros de la ciudadanía están muy disgregados y carecen de información fiable, de motivación suficiente o de los recursos para organizarse. Una medida liberalizadora del Gobierno puede tener como efecto un perjuicio para los privilegiados y un beneficio para el conjunto, es decir, que beneficia un poco a muchos y perjudica mucho a pocos, pero como esos pocos son fuertes y están bien organizados, y el beneficiario está tan diluido, al final muchas veces el Gobierno claudica y termina cediendo. 




			En Auge y decadencia de las naciones, obra de referencia en la teoría de los grupos de interés, el economista estadounidense Mancur Olson expone que los diversos integrantes de un mismo sector tienen incentivos para unirse y defender conjuntamente sus intereses ante el Gobierno. Por regla general, tales intereses tenderán a ser proteccionistas del colectivo, y por tanto se opondrán al desarrollo de la competencia y del crecimiento económico. Por otra parte, como los beneficios de las políticas públicas proteccionistas (adoptadas al dictado de los interesados) están concentrados en esos pocos miembros de la sociedad, y los costes están repartidos entre el conjunto, rara vez existe oposición pública a esta situación. 




			No sólo eso. Según Olson, la actividad de lobby que realizan muchos grupos de presión, que constantemente están peleando para introducir enmiendas y salvedades a las leyes y disposiciones adicionales con excepciones bajo determinados supuestos, contribuye a que los textos legales sean mucho más complejos y, como consecuencia, la regulación sea más difícil de entender por el ciudadano de la calle. De este modo, a muchos legos en la materia les resultará más difícil detectar aquello con lo que pudieran no estar de acuerdo. 
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